OLGUIN DE WIEMAN, DELFINA L. c/DOMINGUEZ, ENRIQUE JAVIER s/COBRO SUMARIO DE SUMAS DE DINERO






Causa nº 67852   Juz. 9






REG. SENT. DEF:203

En Lomas de Zamora, a los 12    días del mes de Octubre de dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile y Julio Roberto Rodriguez Herlein con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 67852, caratulada: “OLGUIN DE WIEMAN, DELFINA L. c/DOMINGUEZ, ENRIQUE JAVIER s/COBRO SUMARIO DE SUMAS DE DINERO". De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

-C U E S T I O N E S-




1ª.- ¿Es justa la apelada sentencia?




2ª.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Rodriguez Herlein y Basile.-





-V O T A C I O N-

A la primera cuestión, el Dr. Rodriguez Herlein dice:





I.- SENTENCIA AGRAVIOS



1.- El señor Magistrado a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº9, mediante el pronunciamiento glosado a fs. 96/98 y aclaratorias de fs. 100 y fs. 102, hizo lugar a la demanda promovida por Olguien de Wieman, Delfina L. contra Dominguez Enrique Javier condenándolo para que en el término de cinco días de aprobada la liquidación que deberá practicarse abonar la suma de $ 1.805, con más intereses a la tasa pasiva del Banco Provincia de Buenos Aires. Impuso las costas al accionado vencido y difirió la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad. 



2.- Contra este modo de decidir, apela a fs. 99 la actora, expresando agravios a fs. 145/146, mereciendo réplica a fs. 149.



Firme el decreto de fs. 150 se encuentran estos obrados en condiciones de dictar sentencia de segunda instancia.



3.- Se disconforma la actora con la sentencia en relación a dos tópicos distintos: por un lado, cuestiona la moneda en la que se dispuso la condena ya que argumenta que es claro el contrato en cuanto a que el saldo de precio debía ser satisfecho en dolares; y por el otro, sostiene que dada la naturaleza comercial del negocio del que se trata (cementerio privado), correspondería que la tasa de interés fijada sea la activa. 



II.- MERITUACION DE LOS CUESTIONAMIENTOS



1.- Adentrándome al análisis de las quejas traídas por la accionante, estimo que corresponde que me expida en primer término respecto al agravio referido a la moneda en que se ha pronunciado la condena.



Tiene dicho esta Sala, mas con distinta integración que si los contratos son claros no hay necesidad de interpretarlos, pero la verdadera tarea de interpretación comienza cuando ellos presentan dudas, disposiciones aparentemente encontradas o vacíos, que no permiten establecer con precisión la medida o el alcance de las obligaciones recíprocramente asumidas (esta Sala, Exp: 63059 RSD-376-7 S 30-10-2007, in re “Rajoy, Emerito c/ Druetto, Marcelino Ernesto y ot s/ Daños y Perjuicios”).



Interpretar un negocio jurídico es desarrollar una actividad lógica encaminada a buscar y fijar el significado de la manifestación o manifestaciones de voluntad a fin de determinar el real contenido del acto, esto es, lo requerido por sus partícipes.



Es principio de buena hermenéutica que debe procurarse la armonización de las diversas disposiciones que integran el ordenamiento jurídico y no hacer prevalecer la contradicción y la antítesis. Se trata de conciliar las cláusulas interpretándolas en el contexto general del contrato. Así pues sus expresiones deben valorarse, más que por el examen literal de las palabras empleadas, por el conjunto de las circunstancias reveladoras de la verdadera intención de las partes; es necesario, pues, indagar los propósitos de los celebrantes (arg. art. 1198 C.C.), porque el fin propuesto por ellos es una de las razones básicas de interpretación. Para dilucidar cual ha sido esta intención o la voluntad contractual han de valorarse no solo los hechos subsiguientes sino también los anteriores y concomitantes a la celebración del contrato; la interpretación de un acto jurídico está condicionada por las circunstancias anteriores, simultáneas y posteriores que lo rodean (CCI Art. 1198
CC0002 SI 95737 RSD-248-4 S 28-10-2004, Juez KRAUSE (SD) CARATULA: MILANOVIC, Antonio Genaro c/ LUCIANI, Marcelo Adrián s/ Consignación” MAG. VOTANTES: Krause-Bialade-Malamud).



En consideración a los términos de la pieza de fs. 5, estimo que no puede concluirse otra cosa que no sea que la moneda que las partes tuvieron en mira al contratar fue la nacional, ya que tanto el monto de la reserva como el precio de la parcela y el monto de las cuotas, se encuentran siempre designados en pesos. 



2.- La mención que hace a la paridad dólar en el mejor de los casos sería una cláusula de ajuste del saldo, lo que está vedado por la ley 25561 y los decretos que integran la normativa de emergencia financiera, los cuales han mantenido incólume el artículo 10 de la ley 23928, en cuanto a la prohibición de indexación, por cualquier medio.



En consecuencia, propongo que sea confirmada la sentencia en cuanto a la moneda en la cual deberá satisfacerse la condena. 



3.- Sólo resta por entender en el cuestionamiento traído por la accionante respecto a la tasa de interés. 



En atención a la modificación de la doctrina de este Tribunal a partir de la causa “Medina, Gloria del Carmen c/Linea 293 s/Ds y Ps”, de fecha 10 de noviembre de 2009, Reg Sent nº208, siguiendo a la Suprema Corte Provincial en la solución propuesta en el Acuerdo 2078 del 21 de octubre de 2009, al aplicar la tasa pasiva en aquellos supuestos en que no se estableciera por leyes otra tasa y que reiteradamente sostuve como Juez de la instancia, dando por reproducidos -en honor a la brevedad- los motivos que impulsaron al Dr. Luis E Genoud a llevar la voz de la mayoría, es mi convicción propiciar la confirmación de la sentencia en cuanto a ello se refiere. 



A mayor abundamiento, no corresponde atender a los agravios de la actora referidos al carácter comercial, ya que la justicia nacional en lo comercial ha resuelto que “...resulta competente la justicia civil para entender en la causa en virtud de la cual se pretende obtener el pago de una suma de dinero adeudada en concepto de gastos de conservacion, cuidado y mantenimiento de una parcela ubicada en un cementerio privado, cuyo uso a perpetuidad se habría cedido a la accionada. A más, aun cuando -el cementerio sea privado o no pertenezca a iglesia o comunidad religiosa alguna-, existen convicciones sociales que exigen rodear a aquellos de un marco de decoro, recogimiento y respeto propio del culto que la comunidad en general dispensa a los difuntos, lo que lleva a excluir las cuestiones que se susciten sobre su utilizacion del ámbito del comercio (cfr. dictamen nused 63248; "Jardin de Paz c/ Lubrano, Juan s/ Ejecutivo", 31.10.90; "Barraza de Luque, Martha y otro c/ Jardin de Paz SA", sala c, 15.09.94.; “Jardin de Paz SA. c/ Dumont, Viviana s/ Sumario” 28/02/97 Cnac. Com. Sala A).



Es por estos motivos que propicio la confirmación de la sentencia en cuanto a los intereses de condena fijados. 



En virtud de estas consideraciones

-VOTO POR LA AFIRMATIVA-

A la misma primera cuestión, el Dr. Basile dice:



I.- En relación a la validez de las cláusulas de ajuste en dolares incorporadas a contratos en curso de ejecución al momento del dictado de la normativa de emergencia, tuve oportunidad de expedirme en los autos caratulados “Labeque, Claudia c/Barrere, Pablo s/Daños y Perjuicios” del 23 de diciembre de 2003 (RSD:544/03).



En dichas actuaciones la parte actora requirió de la jurisdicción que compela a la demandada para que reajuste el saldo de cada una de las cuotas adeudadas, abonadas de manera incompleta y recibidas como pago a cuenta, toda vez que debía aplicarse la cláusula de reajuste pactada en el convenio transaccional al que arribaron las partes.  



A su turno la encartada contestó el traslado oponiéndose a tal pretensión, articulando que el convenio de autos se encontraría alcanzado por las disposiciones del artículo 11 de la ley 25.561, haciendo especial hincapié en que tal norma prevé la reestructuración de las obligaciones recíprocas, procurando compartir de un modo equitativo los efectos de la modificación de la relación de cambio que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el artículo segundo de la ley.



Así quedó expresada la voluntad de las  partes  con  relación  a  la  aplicación de la cláusula de  reajuste  en dólares, restando que el magistrado de la instancia de origen lo interpretara conforme las normas vigentes.



Ello motivó que la jurisdicción decretara la inconstitucionalidad del artículo 4º de la ley 25561, modificatoria de los artículos 7 y 10 de la ley 23928. 



Recurrida por ambos justiciables dicha resolución, se dispuso que correspondía revocar el pronunciamiento y que era consecuente establecer que debía también dejarse sin efecto la actualización del crédito que en dicha interlocutoria fue establecido; ello así, porque tal como se ha expedido la Excma. Suprema Corte Provincial, la modificación introducida por la ley 25.561 a la ley 23.928, mantuvo la redacción del artículo 7 de ésta, por lo que se mantiene la prohibición de toda actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuera la causa (Conf. S.C.B.A., B 49.193 bis, 2-X-02, "Fabiano, Julio Esteban c/Pcia. de Buenos Aires *P. Ejec.* Incidente de determinación de indemnización";  esta  Alzada,  Causa  54.452, 5-XI-02, Reg. Sent. Def. 359).



De todas formas, teniendo en cuenta las particularidades de la causa, se dispuso recomponer la relación contractual afectada seriamente por la pesificación asimétrica, de acuerdo con la pretensión de  la  accionante  y  la  propuesta  efectuada  por la demandada al evacuar el traslado.



Es evidente que la especialidad de la materia puesta a conocimiento de esta Alzada, hizo que no pueda dejar de jerarquizarse que el convenio celebrado entre los justiciables significó de parte de la demandante acreedora, conceder plazo para que le sea abonada su acreencia, cuya causa fuente provenía de una acción de daños y perjuicios, por evento acontecido el 24 de diciembre del año 1992, en el que falleciera la madre de las reclamantes.



Claro está que con objeto de mantener integralmente la reparación, insertaron en el convenio a que ya se hiciera referencia, una cláusula de estabilidad con la moneda estadounidense.



Y bien, las últimas cuotas fueron abonadas a cuenta, con reserva de solicitar la correspondiente diferencia de acuerdo a convenio en esas actuaciones, lo que efectivamente se concretó.



De los escritos postulatorios inferí que las partes provocaron que el Tribunal se incline por aplicar a la cuestión su doctrina sobre el esfuerzo compartido, independientemente de la inexistencia de mora de parte del deudor, en un todo de acuerdo con la normativa autorizante del artículo 11 de la ley 25.561. 



Fue mi propuesta que al momento del efectivo pago el deudor deba soportar, además de la suma    de   $6.300  ya  abonado  por  cada  cuota,  el  equivalente  en  pesos  de  la suma de dólares billetes estadounideneses adeudados que resulte de multiplicar cada billete dólar, en lo que exceda de la paridad, al 50% de su cotización del tipo vendedor en el mercado libre de cambio en la República  Argentina, al día hábil inmediato anterior, publicado  por los diarios Ambito Financiero, o por El Cronista Comercial o por el Buenos Aires Económico (BAE), en ese orden y por si el primero no lo incluye; con más los intereses desde el quinto día de notificado fehacientemenmte el reclamo, 4 de Octubre de 2002, en que lo consideré constituido en mora, y hasta el efectivo pago, a la tasa pasiva que fija el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus distintos períodos de aplicación.



II.- Esa fue la solución que oportunamente propuse para la cuestión, y que fuera receptada por el Tribunal, mas recientemente la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha resuelto en un caso similar que no era aplicable el reajuste de las leyes de emergencia en dicho supuesto.



No se me escapa que tiene dicho la Casación Provincial que los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, resultan vinculantes sólo para el caso en que se dictaron (SCBA, C 99503 S 14-4-2010),  sin embargo, tratándose de una doctrina de raigambre federal, considero ahora prudente modificar dicha postura, ya que los Jueces tienen el deber – si no legal, moral – de conformar sus decisiones a lo que la Corte Suprema ha resuelto en casos análogos (SCBA Ac. 43223 S 17-11-1992, Publ: LL 1993 B, 365, DJBA 144, 47 AyS 1992 IV, 257; SCBA B 59547 S 8-9-2004; SCBA Ac. 89988 I 1-3-2004; SCBA L 91023 S 4-10-06; SCBA L 82948 S 7-2-2007; SCBA L 85591 S 18-7-2007).



En autos caratulados “Massolo, Alberto Jose c/Transporte del Tejar SA” sentencia del 20 de abril de 2010, la Corte Suprema de Justicia Nacional resolvió que “...habida cuenta de los términos del acuerdo obrante a fs. 592/593 de los autos principales, se advierte que la aludida cláusula IV tiene un inequívoco propósito indexatorio de las obligaciones pendientes de pago, pues su objeto es estabilizar el valor de las prestaciones vinculándolo con el de una moneda extranjera, por lo que correspondería aplicar al caso la prohibición dispuesta por las mencionadas normas e invalidar la estipulación cuestionada de conformidad con lo establecido por los arts. 502, 953, 1038, 1047 y concordantes del Código Civil, pues las disposiciones de las leyes 23.928 y 25.561 son de orden público y no pueden ser modificadas por la voluntad de los contratantes, más allá de su indudable naturaleza federal (conf. Fallos: 315:1209; 316:2604; 317:605; 319:3241; 320:2786 y 328:2567)”.



Luego, analizando la constitucionalidad de dicha prohibición sostuvo que “la ventaja, acierto o desacierto de la medida legislativa -mantenimiento de la prohibición de toda clase de actualización monetaria- escapa al control de constitucionalidad pues la conveniencia del criterio elegido por el legislador no está sujeta a revisión judicial (conf. Fallos: 290:245; 306:1964; 323:2409; 324:3345; 325:2600; 327:5614; 328:2567; 329:385 y 4032 y 330:3109, entre muchos otros), y la Corte Suprema ha sostenido que los arts. 7 y 10 de la ley 23.928 constituyen una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el art. 67, inc. 10 (hoy art. 75, inc. 11), de la Constitución Nacional de "Hacer sellar la moneda, fijar su valor y el de las extranjeras..." (conf. causa "YPF" en Fallos: 315:158, criterio reiterado en causas 315:992 y 1209; 319:3241 y 328:2567)”.



Siguió con el análisis postulando “que corresponde que los jueces interpreten las disposiciones de las autoridades políticas de modo de dar pleno efecto a la intención del legislador (conf. Fallos: 296:22; 297:142; 299:93; 301:460; 315:158 y 1209; 326:704; 327:5345 y 330:4713, entre otros). Permitir la vigencia y aplicación de una cláusula de estabilización como la establecida en autos, significaría desconocer el objetivo antiinflacionario que se proponen alcanzar las leyes federales mencionadas mediante la prohibición genérica de la "indexación", medida de política económica que procura evitar que el alza de los precios relativos correspondientes a cada uno de los sectores de la economía, al reflejarse de manera inmediata en el índice general utilizado al mismo tiempo como referencia para reajustar los precios y salarios de cada uno de los demás sectores, contribuya de manera inercial a acelerar las alzas generalizadas de precios (conf. Fallos: 329:385) y a crear desconfianza en la moneda nacional”. 



Concluyendo que “...teniendo en cuenta las circunstancias fácticas y procesales de la causa, cabe señalar que la indemnización fue fijada en pesos y debía cumplirse en dicha moneda de curso legal, motivo por el cual no corresponde aplicar el reajuste equitativo previsto por la ley 25.561 y el decreto 214/2002 para las obligaciones de dar suma de dinero pactadas en moneda extranjera, sin que obste a ello el hecho de que el art. 11 de la citada ley, en su texto originario, hubiese contemplado a los contratos en los que se hubiesen establecido cláusulas de ajuste en dólares, pues dicha alusión fue eliminada con la modificación introducida por la ley 25.820”. 



III.- En virtud de este pronunciamiento del Máximo Tribunal Federal, el cual estimo aplicable al caso y hago propia la jurisprudencia que de él emana, estimo que corresponde confirmar la sentencia en ese punto.



IV.- Finalmente, adhiero a los fundamentos vertidos por el Dr. Rodriguez Herlein en relación a la tasa de interés aplicable al caso de autos. 



En virtud de estas consideraciones, 

-VOTO POR LA AFIRMATIVA-

A la segunda cuestión, el Dr. Rodriguez Herlein dice:



Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, corresponde confirmar la sentencia apelada. Las costas de Alzada habrán de ser soportadas por la parte actora vencida (art. 68 CPCC). Los honorarios profesionales se regularán en su oportunidad (Ley 8904).

-ASI LO VOTO-

A la misma segunda cuestión, el Dr. Basile, por compartir fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA



En el Acuerdo quedó establecido que la sentencia es justa y debe ser confirmada.



POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede y CITAS LEGALES, confírmase la sentencia apelada. Costas de Alzada a la parte actora apelante vencida. Difiérese la regulación de los honorarios profesionales para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvase a la instancia de origen.Fdo. Dres. Norberto Horacio Basile, Julio R. Rodriguez Herlein, Julio R., Jueces; Dr.Pizzo, Secretario.-

